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Resumen

La crisis de la vivienda en Espana convive paraddjicamente con la existencia
de importantes bolsas de suelo, clasificado de urbano o urbanizable, vacante o sin
transformar. En el articulo se aborda el reto de articular mecanismos que permitan
movilizar el suelo vacante y ponerlo al servicio del derecho a una vivienda digna,
diferenciando la regulacién de la obligacidn de edificar en suelo urbano del reto de
transformar el suelo urbanizable existente. En relacién con la obligacién de edificar,
el articulo disecciona la actual regulacién autonémica, con una gran diversidad de
soluciones normativas. Sobre el reto de transformar suelo urbanizable, se aborda la
necesidad de articular nuevos mecanismos que permitan revisar el suelo urbaniza-
ble actualmente no ejecutado y garantizar la disponibilidad de suelo urbanizable
asequible.

' Trabajo financiado gracias al proyecto BRE-IN (Brechas Institucionales de las Politicas de

Suelo) de la Citedra UNED — Instituto Lincoln de Politicas de Suelo en el marco del Pro-
grama de Cooperacién al Desarrollo de la UNED. La investigacién también forma parte
del proyecto «Urbanismo responsable: intervencion administrativa y actividad de fomento
en el acceso a la vivienda en territorios turisticos» (P1ID2024-1581470B-C21).
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Abstract

The housing crisis in Spain paradoxically coexists with a significant amount
of land classified as urban or developable that remains vacant or undeveloped. This
paper explores the challenge of establishing mechanisms to mobilize vacant land and
make it available to fulfill the right to decent housing, distinguishing between the
regulation of the obligation to build on urban land and the challenge of transfor-
ming existing developable land. Regarding the obligation to build, the paper analyzes
current regional regulations, which present a wide variety of solutions. Concerning
the transformation of developable land, it addresses the need to establish new me-
chanisms that allow for the review of currently undeveloped developable land and to
guarantee the availability of affordable developable land.

Keywords

Access to housing; affordability; obligation to build; land speculation; vacant
urban land.
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I.  INTRODUCCION

El viejo problema del acceso a la vivienda en Espafia, pricticamente inhe-
rente al desarrollo urbano de la ciudad industrializada, se ha vuelto a acentuar en
los dltimos afos, fruto de un contexto de crecimiento demografico que no ha ido
acompafiado de un aumento del nimero de viviendas.

Los datos del Banco de Espana® son ilustrativos: si en 2015 en Espafa se
crearon 50.000 hogares, en los tltimos anos el promedio supera los 275.000
nuevos hogares anuales, y en el corto plazo las previsiones apuntan a un aumento
neto de unos 220.000 hogares anuales, mientras que en un horizonte de diez afos
se estima un incremento de unos 120.000 hogares anuales. Una tendencia produ-
cida no solo por el aumento de los saldos migratorios del exterior, sino también
por la reduccién del tamano medio del hogar, que actualmente se sittia en 2,5
personas por hogar, frente a las 2,86 de 2001 y a las 3,59 de 1981. Ademis, el

2 Banco de Espafia (2024), «Capitulo 4. El mercado de la vivienda en Espana: evolucién

reciente, riesgos y problemas de accesibilidad», Informe Anual 2023, Madrid: Banco de
Espafia, pdgs. 13-14. https://repositorio.bde.es/handle/123456789/36492
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aumento del nimero de hogares se concentra en cinco provincias, donde se ubi-
can més del 50 % de los nuevos hogares: Mdlaga, Alicante, Valencia, Barcelona
y Madrid.

Por otro lado, la escasa oferta de vivienda, en comparacién con la impor-
tante demanda fruto del crecimiento de nuevos hogares, ha tenido un impacto
importante en el aumento de los precios de compraventa y alquiler, lo que ha
agravado los problemas de acceso a la vivienda de amplias capas de la poblacién.
A pesar de que en los tltimos anos se han movilizado viviendas de segunda mano,
la oferta de vivienda nueva ha sido limitada. De hecho, segtn el Banco de Espana,
el diferencial acumulado entre 2022 y 2025 entre la creacién neta de hogares y la
produccién de vivienda nueva alcanza el medio millén de unidades.

Paradéjicamente esta crisis de acceso a la vivienda coincide temporalmente
con una sobreabundancia de suelo urbano y urbanizable, vacante o sin transfor-
mar’, y un stock importante de vivienda nueva. Buena parte de ambos proviene
del periodo de la burbuja inmobiliaria de principios de este siglo. De hecho, en
2013, el legislador afirmaba* que Espafia tenfa «suelo capaz de acoger nuevos
crecimientos urbanisticos para los préximos cuarenta y cinco afios» y que dis-
ponia de 723.043 viviendas nuevas vacias. Todavia hoy, a pesar de la recupera-
cién econémica con precios que ya superan los de la burbuja inmobiliaria, los
datos siguen mostrando un stock muy importante de viviendas nuevas sin vender
—455.280— pero, sobre todo, ponen de manifiesto la existencia de importan-
tes bolsas de suelo programado sin transformar® con capacidad para edificar 6,8
millones de viviendas en Espana, segtin el Sistema de Informacién Urbana (SIU)’.

En relacién con el stock de viviendas sin vender —a pesar de que en un
primer periodo poscrisis probablemente hubo retencién de vivienda por parte de
los propietarios, para no alimentar el descenso de precios de aquellos anos—, lo
cierto es que desde 2018 la cifra se ha mantenido pricticamente inalterada. Ello

Ignacio Ezquiaga (2025a), Los suelos vacantes y la sombra del legado de la crisis bancaria: El
caso de la Sareb, Investigaciones de Funcas 8/2025, Madrid: Funcas, pags. 1-6. https://bit.
ly/3RAOILL

Como apunta el predmbulo de la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitacién, regenera-
cién y renovacion urbanas.

Segtn el dltimo «Informe sobre el stock de vivienda nueva», del Ministerio de Vivienda y
Agenda Urbana, 2025, existe un stock de viviendas nuevas sin vender, a 31 de diciembre de
2024, de 455.280 viviendas.

Se trata de suelos urbanos no consolidados y urbanizables sectorizados que tienen pen-
dientes operaciones de urbanizacién para poder ser edificados.

El Sistema de Informacién Urbana (SIU) constituye un sistema publico general e inte-
grado de informacién, recogido en la disposicién adicional primera del TR de la Ley de
Suelo y Rehabilitacién Urbana, aprobado por RD Legislativo 7/2015, y desarrollado por
parte del Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana en colaboracién con las comunidades
auténomas con el principal objetivo de promover la transparencia en materia de suelo y
urbanismo en Espana.
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podria indicar, como apunta el Banco de Espafa®, la falta de adecuacién de este
stock de vivienda sin vender a las preferencias actuales de los hogares, o bien que la
estadistica, calculada a partir del diferencial entre viviendas terminadas y vivien-
das vendidas, no tiene en cuenta las viviendas que actualmente estin ocupadas
o alquiladas. Una respuesta que serfa coherente con los datos el propio Banco
de Espafia, que muestran un fuerte incremento de las viviendas de alquiler en
Espana en los tltimos anos’.

Mucho mds preocupantes son los datos de suelo vacante, sea urbano o urba-
nizable, que no se ha edificado o transformado, del cual existe un excedente muy
notable desde el final de la burbuja inmobiliaria. Como se ha apuntado, los sue-
los clasificados —urbanos no consolidados y urbanizables sectorizados— tienen
capacidad para aumentar en pricticamente 7 millones las viviendas existentes,
lo que supondria un incremento de mds de un 25 % en relacién con el parque
existente, que hoy se sittia sobre los 26,7 millones, y todo ello sin tener en cuenta
el suelo urbano consolidado.

A pesar de que la distribucién de estos suelos vacantes es muy heterogénea
—en Barcelona practicamente no existen en comparacién a importantes exceden-
tes en Mdlaga o Murcia—, muchos de ellos provienen de procesos urbanisticos no
finalizados del planeamiento expansivo de la burbuja inmobiliaria de principios
de siglo. Las razones de su existencia pueden obedecer a diferentes causas: desde
la inviabilidad de sus actuales previsiones, desfasadas en el tiempo por motivos
ambientales, sociales o econdmicos, hasta la dificultad de la propiedad por mate-
rializar una expectativa econémica sobrevalorada que complica su devolucién al
mercado. Sea como fuere, lo que parece evidente es que el problema de la falta de
edificacién de suelo no se debe a la falta de suelo calificado para su desarrollo —sea
urbanizable o urbano no consolidado—, como tampoco puede defenderse que el
precio de la vivienda vaya a disminuir ahora por el simple incremento de nuevas
reclasificaciones, pues durante la década de la burbuja el incremento masivo de la
oferta de suelo —gracias a la liberalizacién del suelo— fue acompafiado de forma
sostenida por un incremento de los precios de la vivienda y el suelo.

De hecho, las sobrevaloraciones de suelo —que arrastramos hasta nuestros
dias— son fruto justamente de los anos de la burbuja, cuando la simple reclasifi-
cacién de suelo conllevé una inflacién en los precios del suelo impulsada por un
mercado sin limites ni controles. El proceso posterior de traspaso masivo de estos
suelos, en manos de promotores, a los bancos y posteriormente —como conse-
cuencia del saneamiento bancario— a la Sareb o a otros fondos internacionales
especializados en inversién inmobiliaria, ha reducido la capacidad de adaptacién

Véase Banco de Espafia (2024, pdgs. 21-26).

? Dmitry Khametshin, David Lépez-Rodriguez y Luis Pérez Garcia (2024), El mercado del
alquiler de vivienda residencial en Espana: evolucion reciente, determinantes e indicadores de
esfuerzo [Documentos Ocasionales 2432], Madrid: Banco de Espafia, pgs. 10-16. https://
doi.org/10.53479/37872
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del precio del suelo a la demanda, pues estas entidades han adquirido sus carte-
ras a determinados costes y la rebaja del mismo implicaria pérdidas en términos
contables'. Una dindmica que explica también la existencia de este importante
stock de suelo vacante —de titularidad publica y privada—. Como ejemplo de
ello, solamente la Sareb acumula en Espana mds de 73 millones de m? de suelo
sin edificar o transformar entre solares y suelo urbanizable, lo que equivale al
suelo potencial para edificar 400.000 viviendas''. Como consecuencia de ello son
muchos los promotores que se quejan de la dificultad de adquirir suelo que per-
mita la construccién de viviendas asequibles para la demanda actual. Al mismo
tiempo, la falta de produccién de vivienda asequible ha favorecido una nueva
escalada de precios hasta niveles que resultan inaccesibles para la renta media de
los hogares espafoles, lo que se convierte en una espiral que agrava de nuevo la
crisis de acceso a la vivienda'?.

Esta realidad de falta de suelo econémico, sumada a una restriccién al cré-
dito como consecuencia de los criterios de prudencia financiera, tanto para los
compradores como para los promotores, explica la situacién actual de falta de
produccién de vivienda asequible. Al mismo tiempo, este contexto ha producido
un desplazamiento de la demanda hacia el alquiler, un mercado pequenio que ha
acabado colapsando, agravando una crisis que ha derivado en emergencia habi-
tacional.

En la resolucién de estos dos vectores —disponibilidad de suelo y financia-
cién— estd la solucién a la crisis de la vivienda que padecemos en Espana. Y de
hecho en la solucién del primero, la disponibilidad de suelo a precios razonables
probablemente también encontremos una primera solucién al problema de la
financiacién de viviendas a la que podria acceder una parte mucho mayor de |
poblacién, facilitando también el acceso al crédito a los promotores.

Hoy en Espana tenemos mucho suelo disponible para desarrollar nueva
vivienda, pero parece evidente que el actual marco legal no garantiza su ejecu-
cién. Por este motivo, en este trabajo nos focalizamos en las soluciones juridicas
que permitan resolver la falta de suelo asequible, partiendo de la premisa de que
el problema no es la falta de suelo clasificado, sino la falta de suelo finalista ase-
quible. Y por ello la solucién, con caricter general, no pasa por incrementar la
clasificacién de suelo urbanizable, sino por garantizar la ejecucién del mismo en
los plazos legales previstos, o alternativamente la articulacién de los mecanismos
que permitan movilizar el suelo vacante y ponerlo al servicio del derecho a una
vivienda digna en coherencia con el art. 47 de la CE (Constitucién espafola).

10" Ignacio Ezquiaga (2025b), «La nueva burbuja del precio de la vivienda en Espafia: la para-

doja de la escasez de oferta y los suelos vacantes», Ciudad y Ierritorio Estudios Territoriales,
57(225), pégs. 84-86. https://doi.org/10.37230/CyTET.2025.225.4

' Véase Ezquiaga (2025a, pag. 25).

12 Véase Ezquiaga (2025b, pags. 78-81).
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Para ello el trabajo analiza los antecedentes histéricos del viejo problema de
la retencién de suelo y aborda el estudio de dos realidades diferentes: por un lado,
el suelo finalista, el urbano consolidado vacante —solares o construcciones inaca-
badas o inadecuadas— y por el otro el suelo en transformacién —urbanizable y
urbano no consolidado—. A pesar de que en ambos casos estamos ante incumpli-
mientos de la obligacién legal de transformar el suelo conforme al planeamiento,
lo cierto es que el grado de consolidacién de derechos es muy diferente en ambas
situaciones juridicas y por ello también deben ser diferentes las respuestas juridi-
cas propuestas.

Il. LOS ORIGENES DE LOS INSTRUMENTOS URBANISTICOS DE
LUCHA CONTRA LA RETENCION DE SUELO

El problema de la retencién de suelo en Espafia no es nuevo. De hecho, la
necesidad de dotarnos de instrumentos efectivos que permitan a la Administra-
cién forzar la edificacién de suelo vacante es una antigua aspiracién del derecho
urbanistico, pero que hunde sus raices incluso antes del nacimiento de este. El
estudio de su evolucién histérica nos permite evaluar la efectividad de algunas de
las medidas histéricamente utilizadas para evitarlo.

El primer antecedente lo encontramos en el siglo XVIII, en la ley 7, titulo
XIX, libro 111, de la Novisima Recopilacion de las Leyes de Espana, que recoge una
Real Provisién de 20 de octubre de 1788 que prevé la edificacién de solares y
yermos y también «levantar, extender y aumentar las baxas o pequenas hasta la
conveniente proporcién». La citada norma, aunque fue dictada inicialmente para
Madrid, mds tarde, como afirma Martin Bassols", fue extendida a toda Espana
por el Real Decreto de 14 de mayo de 1789. En relacién con los solares yermos, se
disponia la obligacién de los propietarios a edificar la obra en el plazo de un afio,
y en caso contrario venderlos en subasta publica al mejor postor, con la obligacién
de que el comprador ejecutase dentro de un afo la obra nueva.

A pesar de que, entre la segunda parte del siglo XIX y principios del siglo
XX, dos proyectos de ley nonatos —Posada Herrera de 1861 y J. Chapaprieta de
1923— intentaron abordar el reto de movilizar los suelos vacantes, no sera hasta
mediados del siglo XX que la obligacién de edificar solares vacantes se desarrollard,
con la aprobacién de la Ley de ordenacién de solares de 1945 (BOE ndim. 137,
de 17 de mayo de 1945). Dicha norma reconocia en su predmbulo que la carencia
de viviendas era uno de «los mds graves problemas que afectan a toda la Nacién»
y que entre los obstdculos para la construccién de nuevas viviendas figuraban «la
carestfa del material y la especulacién de solares». La Ley de ordenacién de solares,
desarrollada por el Reglamento de la Ley de 15 de mayo de 1945 sobre ordena-

13 Martin Bassols Coma (1973), Génesis y evolucidn del Derecho urbanistico espariol (1812-
1956), Madrid: Editorial Montecorvo, pdgs. 206-209.
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cién de solares (BOE nim. 179, de 28 de junio de 1947), era de aplicacién en las
poblaciones de mds de 10.000 habitantes o en las zonas de ensanche y extensién
afectadas por planes de ordenacién aprobados legalmente —lo que afectaba no
solamente al suelo que hoy definirfamos como urbano, sino también al urbaniza-
ble—, asi como a las edificaciones que por estar paralizadas o derruidas no tenfan
las condiciones de habitabilidad. En estos dos casos los ayuntamientos podian
expropiar o forzar la venta si alguien queria adquirir para edificar vivienda, y
con ese fin los ayuntamientos quedaban obligados a llevar un registro ptblico de
dichos solares y construcciones a efectos de informacidn.

El segundo antecedente normativo del siglo XX coincide con la aprobacién
de la Ley del suelo de 1956 (BOE ntm. 135, de 14 de mayo de 1956) que, sin
derogar explicitamente la Ley de 1945, incorporaba una regulacién mds exhaus-
tiva sobre la obligacién de edificar, pero ampliaba el catdlogo de medidas para
impedir la retencién de suelo. De hecho, en su preimbulo la Ley del suelo de
1956 enumeraba como el primer problema en materia de suelo «la retencién de
terrenos por propietarios que no urbanizan, ni edifican, ni acceden a enajenar sus
terrenos, para urbanizar y construir, a precios de justa estimacién» denunciando
que «la caprichosa elevacién del precio [del suelo] cuando todavia no se ha urba-
nizado ni desembolsado por los propietarios el coste de las obras correspondien-
tes, implica usurpacién de algo no perteneciente al duefio y que repercute en per-
juicio de la comunidad». Ahora bien, en relacién con la obligacién de edificar, al
definir juridicamente los solares como «las superficies de suelo urbano aptas para
la edificacién y urbanizadas», excluye que la obligacién se proyecte también en
relacién con el suelo de reserva o urbanizable. De hecho, en relacién con el suelo
de reserva —el actual urbanizable—, a pesar de que la programacién del planea-
miento pudiera disponer un plazo méximo para su ejecucién, nada se regulaba
ante un eventual incumplimiento.

La citada normativa fue desarrollada por el Decreto 635/1964, de 5 de
marzo, por el que se aprueba el Reglamento de Edificacién Forzosa y Registro
Municipal de Solares (BOE niim. 73, de 25 de marzo de 1964), que derogaba
explicitamente el Decreto de 23 de mayo de 1947. El nuevo reglamento, a pesa
de las diferentes leyes del suelo que se sucedieron durante la segunda parte del
siglo XX, se mantendria vigente hasta mediados de los anos noventa, cuando
Real Decreto 304/1993, de 26 de febrero, derogé buena parte de sus disposicio-
nes y finalmente la interpretacion constitucional surgida de la STC 61/1997, de
20 de marzo, llevé al conjunto de comunidades auténomas a regular esta materia
en su propia normativa autonémica.

Como es sabido, la Ley del Suelo de 1956 fue modificada por la Ley
19/1975, de 2 de mayo, de reforma de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordena-
cién Urbana, y los dos textos fueron refundidos en el Real Decreto 1346/1976,
de 9 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Régimen del
Suelo y Ordenacién Urbana. El predmbulo de la ley de 1975 criticaba los instru-
mentos de la «politica antiespeculativa», pues segtin el mismo «la insuficiencia de
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estos instrumentos, tal como han sido concebidos, no ofrece lugar a dudas». Por
ello, la ley permite, por primera vez, desclasificar suelo urbanizable, no ejecutado
en el plazo previsto en el plan, sin asumir riesgo indemnizatorio. De este modo se
queria reducir «considerablemente el riesgo y la trascendencia de las calificaciones
que no vayan seguidas de inversiones efectivas e inmediatas, y estimulando de un
modo indirecto, que se espera eficaz, la necesaria oferta del suelo».

Posteriormente, la Ley 8/1990, de 25 de julio, sobre Reforma del Régimen
Urbanistico y Valoraciones del Suelo, introdujo cambios sustanciales en el régi-
men de edificacién forzosa, regulando que el derecho al aprovechamiento urba-
nistico se reducirfa en un 50 % si no se solicitaba la licencia de edificacién en el
plazo fijado en el planeamiento o legislacion urbanistica aplicable. Con ello el
valor de una eventual expropiacion o venta forzosa también tendria una reduc-
cién equivalente. La regulacién de 1990, y su texto refundido de 1992, mante-
nian la obligacién de que los ayuntamientos expropiaran o forzaran la venta del
suelo no edificado.

La previsién de reduccién del aprovechamiento fue declarada inconstitu-
cional por la STC 61/1997, de 20 de marzo, al fijar directamente el porcentaje
de reduccién y no dejar margen a las CC. AA. (comunidades auténomas) para la
determinacién del porcentaje de disminucién que estimasen adecuado. La misma
suerte tuvo la exigencia de obligar a los ayuntamientos a la expropiacién o venta
forzosa del suelo no edificado, pues segin el TC las «condiciones bésicas ex art.
149.1.1 CE no puede por si misma llegar a imponer conductas determinadas a
otros Entes ptblicos». Por otro lado, la STC 61/1997 anulé buena parte de la Ley
del Suelo de 1990 y su texto refundido por introducir regulaciones urbanisticas
que el TC declaré de competencia autondmica.

Por todo ello, la siguiente Ley del Suelo, de 1998, evit6 entrar a regular
aspectos vinculados al régimen urbanistico del suelo. En relacién con la obligacién
de edificar los solares no edificados, si se regulé como deber de los propietarios de
suelo urbano, pero en cambio la norma no fijaba ninguna sancién por un even-
tual incumplimiento. Tampoco aparece ninguna referencia al registro de solares
vacantes.

La Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo, supuso un cambio de paradigma
del urbanismo en Espana, histéricamente focalizado en el crecimiento mediante
nuevas extensiones urbanas, pero sin prestar demasiada atencién al tejido ya
transformado. Su aprobacidn, con la introduccién del concepto de desarrollo
sostenible, fue la respuesta al proceso de liberalizacién impulsado por la Ley del
Suelo de 1998, que pocos afos antes habia permitido la transformacién de todo
el suelo en el que no concurrieran razones para su preservacion. Ahora la nueva
regulacion apuesta por la ciudad compacta, partiendo de la premisa de que el
suelo, ademds de un recurso econémico, es también un recurso natural, escaso y
no renovable, y por ello la legislacién debe favorecer la rehabilitacién y fomentar
el uso del suelo urbano ya transformado. Todo ello supuso un giro de 180 grados
en relacion con el proceso de transformacién urbanistico, y a partir de 2007, al
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limitarse el crecimiento en extension, siempre condicionado al agotamiento pre-
vio del suelo transformado, adquirié importancia de nuevo el deber de edificar y
las consecuencias de su incumplimiento.

En coherencia con este cambio, a partir de 2007 se recupera una regulacion
bésica en materia de venta y sustitucién forzosas para los propietarios que incum-
plieran la obligacién de edificar en los plazos establecidos en la normativa auto-
némica que la desarrolla. Una regulacién que se mantiene hasta-el vigente a través
del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el
texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitacién Urbana (TRLSRU) y que es
la base sobre la que se ha desarrollado la normativa urbanistica actual.

Ahora bien, a pesar de los mds de dos siglos de historia que tienen los instru-
mentos juridicos para evitar la retencién de suelo, lo cierto es que su aplicacién
préctica en Espafa ha sido prcticamente residual, con escasisimas experiencias
de aplicacién. Los motivos son diversos: econémicos, técnicos o incluso sociales
o politicos, por la complejidad de utilizar estos mecanismos coercitivos contra
vecinos del propio municipio.

Por ello en este trabajo abordamos de nuevo el viejo problema del suelo
vacante o sin transformar, pero sin limitarnos tinicamente en el suelo urbano o los
solares —como esencialmente hemos visto en la regulacién histérica—, sino tra-
tando también la obligacién de desarrollar y ejecutar el suelo urbanizable. Aunque
una y otra obligacién tienen diferentes enfoques, por la clase de suelo y su régimen
de derechos y deberes, ambas son imprescindibles para dar una respuesta global
a la falta de suelo asequible. Por este motivo, analizaremos primero cémo se arti-
cula la obligacion de edificar el suelo urbano y posteriormente abordaremos el
problema de la falta de transformacién del suelo urbanizable.

lll. LA OBLIGACION DE EDIFICAR EN SUELO URBANO

En la actual legislacion bésica, la obligacién de edificar (art. 17.1 TRLSRU)
se proyecta solamente en relacién con el «suelo urbanizado», es decir, el que estd
integrado a la malla urbana y ha sido urbanizado conforme al planeamiento, ergo
constituye suelo urbano consolidado. La definicién excluye, como es obvio, el
suelo no urbanizable, pero también los suelos urbanizables y los urbanos no con-
solidados por estar pendientes de operaciones de urbanizacién.

La exclusién del suelo urbanizable o urbano no consolidado pendiente
de operaciones de urbanizacién no es menor, si tenemos en cuenta que el gran
potencial de suelo con capacidad para generar vivienda en Espafa se encuentra
justamente en estas dos tipologias de suelo, que poseen capacidad para edificar
unos 6,8 millones de viviendas nuevas, lo que permitirfa aumentar un 25 % el
parque de viviendas existentes en Espafa actualmente. Ahora bien, en relacién
con estos suelos, a pesar de no estar sometidos a la obligacién de edificar, por
no tener las caracteristicas fisicas exigibles, los propietarios tendrdn el derecho y
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el deber de participar en la ejecucién de las actuaciones de urbanizacién, como
veremos mds adelante.

A criterio de Enrique Marti', ello comporta que el deber de edificar sea exi-
gible inicamente a los propietarios de solares susceptibles de licencia inmediata
o incluso de solares que, aunque tengan pendientes obras para alcanzar dicha
condicién, no se encuentren sometidos a ninguna operacién de urbanizacion.

Ahora bien, lo cierto es que, a pesar de que la legislacion bésica establece
este marco normativo, es competencia de cada comunidad auténoma la precisiéon
de la definicién de suelo urbano consolidado y no consolidado —en el marco del
art. 21.3 del TRLSRU— y sobre todo en qué casos es exigible la obligacién de
edificacién. Por otro lado, no es menos cierto que la condicién de solar, lejos de
ser permanente, puede perderse o ser revocada si la Administracién incorpora el
suelo a un dmbito de transformacién o incluso, como dispone la legislacién urba-
nistica de Andalucia’, «por la inadecuacién sobrevenida de su urbanizacién».

Por todo ello, la concrecién normativa de qué suelos se encuentran some-
tidos a la obligacién de edificar depende de la normativa autonémica, de la defi-
nicién de suelo urbano y de solar, y sobre todo de la proyeccién de la obligacién
de edificar en relacién con estos. Sin que sea posible imponer directamente la
obligacién por mandato directo de legislacién bésica estatal.

1. LOS SOLARES Y CONSTRUCCIONES SOBRE LOS QUE RECAE LA
OBLIGACION DE EDIFICAR

A pesar de que, con cardcter general, la obligacién de edificar se proyecta en
la mayoria de las normativas autonédmicas sobre todos los solares no edificados,
en coherencia con la regulacién estatal histérica, lo cierto es que también existen
excepciones.

Asi, por ejemplo, en la Comunidad Valenciana'® se habilita a los ayunta-
mientos de municipios de mds de 10.000 habitantes a delimitar dmbitos a los
efectos de dictar 6rdenes de edificacién, rehabilitacién o ejecucién de actuaciones
aisladas, «atendiendo a un estudio objetivo de la demanda real de vivienda en
la zona o, en su caso, de suelo para actividades productivas, y de acuerdo con
criterios materiales o territoriales, expresos y objetivos de prioridad en el fomento

16

14 Enrique Marti Selva (2024), «La obligacién de edificar. El Registro de Solares y Edifi-
cacién Forzosa», en José Marfa Dominguez Blanco y Marfa José Valenzuela Rodriguez
(dirs.), Intervencion en la edificacion y uso del suelo: titulos habilitantes y disciplina urbanis-
tica, Madrid: El Consultor de los Ayuntamientos, pdgs. 1408-1412.

5 Art. 13 Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de impulso para la sostenibilidad del territorio de
Andalucia (LISTA).

16 Art. 188 del Decreto Legislativo 1/2021, de 18 de junio, del Consell de aprobacién del
texto refundido de la Ley de ordenacién del territorio, urbanismo y paisaje (TRLOTUP).
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de la edificacién», o incluso define como «discrecional» la exigencia de la obliga-
cién de edificar en los municipios de poblacién inferior a 10.000 habitantes.

En otro caso, en Catalufia, la Ley de urbanismo'” fija el establecimiento de
la obligacién en un plazo concreto como una prerrogativa del planeamiento en
«los solares en los sectores, los poligonos y las dreas concretos que determine» el
propio planeamiento.

Por otro lado, es importante tener presente que, en la definicién de solares,
se incorporan en la gran mayoria de legislaciones urbanisticas las construcciones
paralizadas, ruinosas, derruidas o inadecuadas, de forma que se incorporarian
también a la obligacién de edificar todas aquellas construcciones no finalizadas
cuyo estado sea ruinoso o derruido, o incluso las inadecuadas segin el planea-
miento, lo que abre de forma importante la aplicacién del deber de edificacién.

2. EL PLAZO MAXIMO PARA DAR CUMPLIMIENTO A LA OBLIGACION DE
EDIFICAR

El elemento determinante en relacién con la obligacién de edificar es la
determinacién del plazo mdximo para el cumplimiento de la obligacién, cuya
superacién conllevard el incumplimiento de la obligacién y permitird iniciar el
procedimiento de declaracién formal de incumplimiento.

Sobre ello, la legislacién bdsica dispone simplemente una remision a «la
normativa aplicable, cuando asi se prevea por la ordenacién urbanistica y en las
condiciones por ella establecidas», sin regular un plazo méximo ni minimo para
ello, ni tampoco una regulacién subsidiaria en ausencia de regulacién autoné-
mica, que no estarfa permitida conforme a la interpretacién constitucional de la
distribucién de competencias fijada por la STC 61/1997.

Las legislaciones autonémicas, en muchos casos, delegan la determinacién
del plazo a los instrumentos de planeamiento urbanistico municipal, sin perjui-
cio de regular subsidiariamente un plazo en ausencia de regulacién en el planea-
miento. Es el caso de Aragén'® —2 afios—; de Asturias'” —2 afios—, aunque
también contempla la posibilidad de prérrogas adicionales; de Cantabria® —4

17" Art. 175 del Decreto Legislativo 1/2010, de 3 de agosto, por el que se aprueba el texto

refundido de la Ley de urbanismo en Catalufia (TRLUC).
'8 Art. 217 del Decreto Legislativo 1/2014, de 8 de julio, del Gobierno de Aragén, por el que
se aprueba el texto refundido de la Ley de Urbanismo de Aragén (TRLUA).
Art. 205 del Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el texto
refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenacién del territorio y
urbanismo de Asturias (TROTUA).
20 Art. 193 de la Ley 5/2022, de 15 de julio, de Ordenacién del Territorio y Urbanismo de
Cantabria (LOTUC).

19
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afos, prorrogables—; de la Rioja*' —3 aflos—; de Murcia®* —5 anos—; del Pais
Vasco?® —1 afio— y de Illes Balears* —4 afios—. En este tltimo caso, con la
advertencia adicional de que si se supera ese plazo «no serdn exigibles hipotéticas
indemnizaciones por reduccién del aprovechamiento urbanistico que derive de
alteraciones del planeamiento urbanistico, ni por la revocacién de la eficacia de
las licencias concedidas sobre la base del planeamiento sustituido». En Navarra®
se diferencia el plazo para entidades locales de més de cinco mil habitantes —1
ano— vy el plazo para entidades locales de menor poblacién —2 aflos—, pero con
la posibilidad de duplicarlos para actuaciones asistemdticas o de ampliarlos aten-
diendo a circunstancias econémicas financieras y de mercado. En otras comuni-
dades, como Castilla-La Mancha®, se delega al planeamiento la determinacién
del plazo, pero se limita un plazo méximo que no puede superar el planeamiento
—2 anos—. Y en Extremadura” también se delega al planeamiento el plazo
méximo de edificacién y Gnicamente se regula un plazo subsidiario —madximo
4 afos— para determinados municipios con «relevancia territorial». En el caso
de la Comunidad Valenciana se establece una fé6rmula mixta, regulando un plazo
subsidiario en caso de falta de regulacién del plan —2 anos—?, asi como un
plazo mdximo que no puede superar el planeamiento, si lo regula —6 afos—.
Finalmente, en Catalufa también se delega al planeamiento® y, aunque no se
regula un plazo subsidiario con cardcter general, se dispone un plazo maximo de
2 afos para las viviendas de proteccién oficial®.

Mis alld del plazo, también es relevante regular el momento para iniciar
su cémputo. Algunas legislaciones lo regulan desde la aprobacién del plan —
Asturias—, otras desde que el suelo merezca la condicién de solar —Aragén,
Cantabria, Illes Balears, la Rioja— o bien desde que sea posible solicitar licencia

21 Art. 200 de la de la Ley 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenacién del Territorio y Urbanismo

de La Rioja (LOTUR).

Art. 235 de la Ley 13/2015, de 30 de marzo, de ordenacién territorial y urbanistica de la

Regién de Murcia (LOTUM).

25 Art.189dela Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo del Pais Vasco (LSUPV).

2 Are. 113 dela Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears (LUIB).

5 Art. 193 del Decreto Foral Legislativo 1/2017, de 26 de julio, por el que se aprueba el

Texto Refundido de la Ley Foral de Ordenacién del Territorio y Urbanismo de Navarra

(TRLFOTUN).

Art. 130 del Decreto Legislativo 1/2023, de 28 de febrero, por el que se aprueba el texto

refundido de la Ley de Ordenacién del Territorio y de la Actividad Urbanistica (TRLO-

TAU).

Art. 139 de la Ley 11/2018, de 21 de diciembre, de ordenacién territorial y urbanistica

sostenible de Extremadura (LOTUSE).

% Art. 188 TRLOTUP.

* Are. 175 TRLUC.

%0 Arts. 68, 77 y 83 del Decreto 305/2006, de 18 de julio, por el que se aprueba el Reglamen-
to de la Ley de Urbanismo.
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—Castilla-La Mancha, Extremadura— y finalmente otro grupo inicia el cém-
puto en el momento de la finalizacién de las obras de urbanizacién —Navarra y
Pais Vasco—.

Sobre el cémputo del plazo mdximo, en algunos casos la ley también regula
los supuestos de suspension del plazo mdximo de edificar con la solicitud de
licencia o comunicacién previa, por ejemplo, en Andalucia, Asturias o Cantabria.
En otros casos, el plazo méximo para edificar computa hasta la solicitud de licen-
cia —Navarra— o bien hasta el inicio de las obras —Cataluha—. Ahora bien,
con cardcter general serd posible solicitar licencia o finalizar las obras superado el
plazo para edificar, siempre y cuando la licencia no haya caducado y no se haya
declarado formalmente el incumplimiento del deber de edificar, que conlleva el
inicio del procedimiento para sustituir al obligado a edificar.

Las posibilidades de prérroga del plazo maximo para edificar se regulan en
algunos casos, como en Asturias, donde se prevé conceder prérrogas con una
duracién méxima conjunta de un afio, a peticion de los interesados, por causas
justificadas. Aunque excepcionalmente, y siempre que no se oponga a una nece-
sidad constatada de viviendas, la norma también habilita a conceder prérrogas
adicionales. También se prevé en Navarra que los plazos se puedan ampliar «aten-
diendo a circunstancias econdmicas financieras y de mercado que justifiquen sufi-
cientemente su ampliacién.

La preminencia del planeamiento municipal, con cardcter general, para
determinar el plazo médximo para el cumplimiento de la obligacién de edificar
y la regulacién subsidiaria de cardcter autonémico conlleva una gran diversidad
de casuisticas y constituye un elemento mds de dificultad a la hora de imponer la
obligacién de edificar.

3. LAS CONSECUENCIAS DEL INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACION DE
EDIFICAR

A pesar de que la normativa urbanistica, como hemos visto, regula el plazo
méximo de la obligacién de edificar, lo cierto es que la simple superacién de
dicho plazo maximo para edificar no conlleva el incumplimiento automdtico de
la obligacién de edificar, que requiere una declaracién explicita de la Administra-
cién, fruto de un procedimiento contradictorio, con audiencia al interesado, que
permitird articular los mecanismos para sustituir al obligado en sus obligaciones
de edificar o rehabilitar.

La legislacién bdsica estatal (art. 49 TRLSRU) regula las consecuencias del
«incumplimiento de los deberes», con un abanico de diferentes posibilidades:
ejecucion subsidiaria, expropiacién por incumplimiento de la funcién social de la
propiedad, aplicacion del régimen de venta o sustitucién forzosas o cualesquiera
otras consecuencias derivadas de la legislacién sobre ordenacién territorial y urba-
nistica.
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Ahora bien, como la concrecién de las medidas corresponde al legislador
autonémico, el TRLSRU tnicamente regula algunos aspectos de competencia
estatal. Como, por ejemplo, la posibilidad de que la sustitucién forzosa se pueda
articular en régimen de propiedad horizontal con el propietario actual del suelo,
en caso de incumplimiento de los deberes de edificacién o de conservacién de
edificios. O bien recupera la posibilidad de que, en los supuestos de expropia-
cién, venta o sustitucion forzosas, por incumplimiento de los deberes de la ley, el
contenido del derecho de propiedad del suelo pueda ser minorado, si lo contem-
pla la legislacién autondémica, hasta un porcentaje del 50 % de su valor, corres-
pondiendo la diferencia de valor a la Administracién®. Es una posibilidad que
habia incorporado la Ley del suelo de 1990, que la STS 61/1997 habia declarado
inconstitucional porque no dejaba margen de apreciacién a las CC. AA., y que a
partir de 2007 se recupera como una posibilidad del legislador autonémico.

En relacién con las consecuencias del incumplimiento de la obligacién de
edificar, existen diferencias importantes entre CC. AA., pues ni todas contemplan
la existencia del registro de solares sin edificar, ni el mismo es de adopcién obli-
gatoria para todos los municipios. Asi, el registro inicamente es obligatorio en
Aragén®* en municipios de mds de 8.000 habitantes; en Cantabria®, en munici-
pios de mds de 20.000 habitantes; en La Rioja*!, en municipios de més de 25.000
habitantes, y en la Comunidad Valenciana es obligatorio sin limite de habitantes,
pero con penalidades para los municipios de mds de 20.000 habitantes que no
lo tengan®. En cambio, en Illes Balears®, Cataluna® y Galicia* el registro es
potestativo, aunque en Illes Balears su inexistencia no afectard a la validez y la
eficacia de las resoluciones declaratorias del incumplimiento ni a la obligacién de
la Administracién, y en cambio en el caso cataldn sin su creacién no es posible
incoar el procedimiento de la declaracién del incumplimiento de la obligacién de
edificar. En las legislaciones de otras muchas CC. AA. no se contempla explicita-
mente la previsién de un registro de solares sin edificar, lo que permitirfa entender
que la declaracién de incumplimiento se articula al margen del citado registro.

31 Angel Menéndez Rexach (2007). «Expropiacién, venta o sustitucién forzosa y responsa-

bilidad patrimonial de la Administracién», Ciudad y Territorio: Estudios Territoriales, 152-
153, pédg. 400.

72 Art. 221 TRLUA.

9 Art. 221 LOTUC.

3% Art. 201 LOTUR.

35 Elart. 179 TRLOTUP dispone que los ayuntamientos de los municipios de mds de 20.000
habitantes, que antes del 8 de febrero de 2024 no tengan elaborado y en vigor el registro de
solares, no podrdn aprobar instrumentos de ordenacién y gestién que reclasifiquen nuevos
suelos para uso lucrativo.

36 Art. 115 LUIB.

%7 Art. 177 TRLUC.

3 Art. 137 dela Ley 2/2016, de 10 de febrero, del suelo de Galicia (LSG).
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Independientemente de la existencia o no del registro, lo cierto es que la
normativa autonémica en general permite a la Administracién municipal escoger
la medida més adecuada al interés publico ante la declaracién de incumplimiento,
normalmente entre expropiacién o sustitucion o venta forzosa. También contem-
pla, en algunos casos, la posibilidad de utilizar la ejecucién subsidiaria, normal-
mente vinculada a incumplimiento de érdenes de conservacién o rehabilitacién.

En la priorizacién del mecanismo debe tenerse en cuenta que la expropia-
cidn, a pesar de ser una facultad inherente a la Administracion ante un incumpli-
miento de la funcién social, no es la opcién prioritaria de los ayuntamientos, y se
utiliza en algunos casos como mecanismo alternativo si no funcionan la sustitu-
cién o venta forzosa. El motivo parece légico: la expropiacién exige a la Adminis-
tracién asumir directamente el valor del justiprecio de suelo urbano, y en cambio
en los otros mecanismos el adjudicatario asume el coste econdmico.

En relacién con la expropiacién, inicamente Illes Balears y la Comunidad
Valenciana contemplan reducciones de un 25 % y un 50 %, respectivamente,
del justiprecio por incumplimiento de la funcién social de la propiedad. En el
caso balear la declaracién de incumplimiento lleva aparejada la reduccién del
justiprecio en un 25 % y la ejecucién forzosa de la obligacién de edificar, sea
mediante sustitucién forzosa o expropiacién®’. En la Comunidad Valenciana, si
la propiedad persiste en incumplir a pesar de la declaracién del incumplimiento
de edificar, la Ley® habilita a la Administracién para la expropiacién de la finca

e la persona que incumple, con deduccién, en su caso, de hasta el 50 % del
aprovechamiento que deberfa considerarse en el justiprecio de no concurrir tal
circunstancia.

La existencia de esta expropiacién-sancion con reduccién del valor del justi-
precio, habilitada en la legislacién bésica estatal, pero solamente utilizada por Illes
Baleares y Comunidad Valenciana, no es un recurso menor, si se tienen en cuenta
los precedentes. En la Comunidad Valenciana un anilisis sobre los diferentes
periodos en que la medida estuvo activa*’ demuestra la fuerza intimidatoria y
coercitiva de la expropiacién-sancién con reduccién del justiprecio, que sin duda
habia sido un arma decisiva en el éxito de las operaciones. En sentido contrario,
la supresién de este mecanismo se tradujo en el caso valenciano en una relajacién
de los propietarios en el cumplimiento de sus deberes urbanisticos.

Ademds, la normativa contempla en muchos casos —como en la legislacién
en materia de patrimonio—** la posibilidad de reducir el precio tipo de licitacion

" Art. 116 LUIB.

0" Arc. 109 TRLOTUP.

41 Josep Antoni Payd Gasent (2010), «Escasa implantacién e innecesaria complejidad de
la edificacién forzosa y el registro municipal de solares en la legislacién valenciana: una
propuesta de simplificacién del sistema vigente», Prdctica Urbanistica: Revista Mensual de
Urbanismo, 92, pags. 1-17.

2 Como ejemplo de ello, el art. 106 del Real Decreto 1373/2009, de 28 de agosto, por el que
se aprueba el Reglamento General de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio
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para la adjudicacién, a través de la sustitucion o venta forzosas, hasta un 25 %
en caso de que el concurso o la subasta inicial resulte desierto. Si en segunda
convocatoria, con el precio ya rebajado —75 % del valor expropiatorio inicial—,
queda desierta, la Administracion tiene la facultad de adquirir el inmueble por ese
precio rebajado para destinarlo al patrimonio publico de suelo. Este mecanismo
deberia garantizar que el suelo se destina de forma efectiva a su finalidad y al
mismo tiempo permite a la Administracién su adquisicién por un valor inferior
al justiprecio original, si finalmente el concurso queda desierto.

Como reflexién final, debe apuntarse que en general las Administraciones
urbanisticas municipales, como también se ha apuntado en la evolucién hist6-
rica, son poco proclives a utilizar mecanismos coercitivos de esta naturaleza, que
requieren importantes recursos y capacidad de gestién, lo que los convierte en
muchos casos en una w/tima ratio de la Administracién urbanistica. Sirva como
ejemplo el registro de solares sin edificar del Ayuntamiento de Barcelona, que se
puso en marcha en 2019 y atin no cuenta —segin datos del Ayuntamiento— ni
con un inmueble inscrito. Por todo ello, aunque los mecanismos para forzar la
edificacién de solares vacantes son perfectibles, dificilmente su aplicacién puede
ser generalizada —singularmente por el alto coste econémico del suelo urbano
consolidado—, lo que los convierte en la prictica en un instrumento poco util
para abordar el gran reto de movilizar suelo asequible. Mucho mds relevantes, en
cambio, pueden ser los instrumentos para movilizar el suelo urbanizable, que es
ademds la categoria donde se concentra el grueso del suelo ocioso en Espana. Los
analizamos a continuacién.

IV. EL RETO DE MOVILIZAR EL SUELO URBANIZABLE NO
TRANSFORMADO

Como se ha podido ver a lo largo de este trabajo, la obligacién de edificar
nacié como un mecanismo para obligar a la propiedad a transformar suelo, sin-
gularmente en las ciudades en crecimiento, y en un momento en que tampoco
existia una clasificacion juridica del mismo. Ahora bien, esta obligacién desde la
primera legislacién en materia de suelo hasta hoy en dia se ha focalizado Gnica-
mente en el suelo urbano consolidado que adquiere la condicién legal de solar y
por ello es susceptible de licencia inmediata.

En relacién con el suelo urbanizable, la normativa urbanistica prevé, desde
la Ley del Suelo de 1956 hasta ahora, mecanismos para imponer la voluntad del
planificador urbanistico al propietario. Son prueba de ello, en la actual regula-

de las Administraciones Publicas, donde se dispone que si quedara desierta la primera
subasta podran celebrarse hasta tres subastas sucesivas mds sobre el mismo bien, siendo el
tipo de licitacién el de la subasta inmediata anterior, que podrd reducirse hasta en un 15 %
en cada nueva subasta, por resolucién motivada del 6rgano competente.
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cién, el deber de la propiedad de dedicar el suelo a usos que sean compatibles con
la ordenacién territorial y urbanistica (art. 15 TRLSRU) o, mds concretamente,
la obligacién del propietario de suelo urbanizable de participar en los deberes
legales de la promocién de la actuacién, en un régimen de equitativa distribucién
de beneficios y cargas, asi como permitir ocupar los bienes necesarios para la rea-
lizacién de las obras, en su caso, al responsable de ejecutar la actuacién, en los tér-
minos de la legislacién sobre ordenacién territorial y urbanistica (art. 16.3 TRL-
SRU). Dicha obligacién también se proyecta en relacién con el suelo urbano no
consolidado sometido a actuaciones sobre el medio urbano (art. 17.2 TRLSRU).

Ahora bien, fijémonos que, a diferencia del suelo urbano consolidado, no se
hace referencia explicita ni al plazo ni a la obligacién de impulso de la transfor-
macioén, sino Gnicamente a la carga de participar en la promocién o de permitir
ocupar los bienes necesarios para la realizacién de las obras, delegando al legisla-
dor autonémico la concrecién de estas cargas.

Asi pues, si bien en la legislacion bdsica existe el «deber de edificar en los
plazos establecidos en la normativa aplicable» el suelo urbano, configurado como
obligacién activa del propietario, en relacién con el urbanizable o el urbano no
consolidado solamente encontramos la carga de participar en la promocién de la
actuacién o permitir ocupar los bienes necesarios, es decir, una obligacién pasiva
del propietario. Por ello, si la promocién no se impulsa, dentro del plazo previsto
por el planeamiento, no existe ninguna consecuencia legal directa para los pro-
pietarios®.

La diferencia entre una y otra situacién no es menor, pues en el suelo urbano
la Administracién puede actuar directamente contra el propietario incumplidor
de la obligacién de edificar por mandato de la legislacién bédsica y mediante los
instrumentos descritos anteriormente. En cambio, ante el eventual incumpli-
miento del plazo previsto en el planeamiento para el desarrollo y ejecuciéon del
suelo urbanizable, la respuesta de la Administracién dependerd en buena parte
de los mecanismos previstos en su propia legislacién autonémica para forzar la
actuacién de la propiedad.

1. LA OBLIGACION DE TRANSFORMAR EL SUELO URBANIZABLE Y LAS
CONSECUENCIAS DEL INCUMPLIMIENTO

Con cardcter general, el plazo mdximo para desarrollar y ejecutar el suelo
urbanizable lo determina el planeamiento conforme al programa que haya pre-
visto. A pesar de ello, las legislaciones autonémicas han articulado en la mayoria
de los casos un plazo supletorio, a falta de una regulacién especifica en los instru-

3 Mis all4 del riesgo que la Administracién opte por ejercer el ius variandi, desclasificando
el suelo no ejecutado en plazo por el propietario, sin derecho a indemnizacién para este,
excepto que la ejecucién no se hubiere llevado a efecto por causas imputables a la Admi-
nistracion.
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mentos de planeamiento, para forzar la ejecucion de lo planificado. La duracién
del plazo, el inicio del cémputo de este o las consecuencias de su incumplimiento
presenta notables diferencias entre CC. AA.

Asi, en Aragén* se establece el plazo supletorio mds generoso, de 20 afios
para el suelo urbanizable y 12 para el suelo urbano no consolidado, para proce-
der a la ordenacién y aprobacién de proyectos de urbanizacién. En este caso el
incumplimiento de los plazos establecidos por el plan general para el desarrollo
de los sectores y unidades de ejecucidn, salvo que fuese por causas imputables a
la Administracién, habilitard al ayuntamiento para promover la desclasificacién
del suelo urbanizable, que se llevard a cabo por acuerdo plenario, previo informe
técnico en el que se analicen las causas y el resultado de la desclasificacién respecto
del modelo inicialmente previsto en el plan, incluyendo la eventual incidencia en
los sistemas generales previstos.

En Castilla y Le6n® el plazo supletorio para la ordenacién y urbanizacion es
de 8 afios. En el supuesto de un incumplimiento de los plazos, si concurren causas
justificadas no imputables al propietario, el ayuntamiento concederd una pré-
rroga de duracién no superior al plazo incumplido. Si la prérroga no se concede,
o si transcurrida se mantiene el incumplimiento, el ayuntamiento podr4 acordar
la venta forzosa de los terrenos o su expropiacién por incumplimiento de la fun-
cién social de la propiedad. Ahora bien, en tanto no se notifique la incoacién
del correspondiente procedimiento, los propietarios podrdn iniciar o proseguir el
ejercicio de sus derechos.

Andalucia® no ha regulado un plazo supletorio para la ejecucién del planea-
miento, pero en cambio contempla también la expropiacién por incumplimiento
de la funcién social de la propiedad ante la inobservancia de los plazos fijados para
el inicio de la tramitacién o aprobacién del instrumento de ordenacién urbanis-
tica o para la ejecucion total de este o de alguna de sus fases.

En Canarias” se ha regulado con cardcter general la facultad de la Admi-
nistracién de reclasificar suelos urbanizables a rdsticos; cuando hubieran transcu-
rrido cinco anos desde su clasificacién sin que se hubiera presentado una inicia-
tiva privada, es aplicable a cualquier suelo asi clasificado.

En Catalufa®, en lugar de regular el plazo supletorio para la ejecucion del
planeamiento, se regula que las eventuales modificaciones y revisiones que se pro-
duzcan del planeamiento, superado el plazo maximo de ejecucién del-planea-
miente 0, en ausencia de este, si han transcurrido 3 anos desde la aprobacién

4 Art. 40 TRLUA.

S Are.21dela Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y Le6n (LUCL).

% Art. 119 LISTA.

47 Disposicién transitoria décima de la Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y de los Espacios
Naturales Protegidos de Canarias.

8 Are. 115 TRLUC.
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definitiva del plan urbanistico derivado u ordenacién detallada, estes no tendrin
cardcter anticipado a efectos indemnizatorios.

En Madrid®, en cambio, no existe en la normativa urbanistica una previsién
de plazo supletorio para ejecutar el planeamiento, pero si la previsién de que el
incumplimiento del plazo legitimard el cambio del sistema de ejecucién y, en su
caso, la ejecucién por sustitucién, todo ello sin perjuicio de la adopcién por la
Administracién de las medidas disciplinarias que pudieran proceder, unas medi-
das disciplinarias calificadas de sancién grave —de 10.001 a 300.000 euros— por
incumplir las previsiones del planeamiento en materia de ejecucién, salvo que se
subsanen voluntariamente tras el primer requerimiento formulado al efecto por la
Administracién, en cuyo caso tendrdn la consideracién de leves.

Las soluciones adoptadas, y los plazos previstos, como puede apreciarse, son
de lo mds variados. Ahora bien, las diferentes regulaciones no determinan solucio-
nes regladas ante eventuales incumplimientos de los plazos maximos de ejecucién
del planeamiento —a excepcidn de las sanciones previstas en Madrid—, sino que
tnicamente habilitan a la Administracién para poder optar por la desclasificacién
del suelo o la modificacién del planeamiento, acordar la venta forzosa de los terre-
nos o su expropiacién por incumplimiento de la funcién social de la propiedad u
optar por otro modelo de gestién. Sin perjuicio de que el propietario, si no hay
actuacién administrativa, pueda mantener la situacién de inejecucién o iniciar la
ejecucion cuando lo crea oportuno.

En muchos casos la falta de régimen sancionador, con las excepciones de
Castilla y Leén y Andalucia, que abren la puerta a una eventual venta forzosa
de los terrenos o su expropiacién por incumplimiento de la funcién social de la
propiedad, y de Madrid, que puede adoptar medidas disciplinarias, crea pocos
incentivos a la propiedad para ejecutar el planeamiento en el plazo definido por
el mismo y en cambio puede favorecer —en ocasiones— el mantenimiento del
suelo vacante a la espera del momento de mercado apropiado para su transfor-
macion.

¢Podria articularse una solucién diferente que favorezca una actuacién de los
particulares mds proactiva en la transformacién del suelo o, alternativamente, que
garantizase la sustitucién forzosa del obligado ante un eventual incumplimiento?

2.  MECANISMOS ALTERNATIVOS PARA GARANTIZAR LA
TRANSFORMACION DEL SUELO URBANIZABLE

A la hora de abordar la articulacién de mecanismos alternativos para garan-
tizar el desarrollo y ejecucién de suelo urbanizable debe partirse de la premisa
de que las circunstancias por las que no se transforma el suelo pueden ser muy

9 Ares. 73 y 204 de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo, de la Comunidad de Madrid
(LSM). Actualmente este marco normativo estd en revision en el marco del Anteproyecto
de Ley del Suelo y Ordenacién del Territorio conocido como «Ley LIDER».
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diversas; algunas son responsabilidad de la propiedad —por falta de acuerdo o
capacidad—, otras son debidas a una mala planificacién urbanistica —por falta
de equilibrio o por haberse dimensionado de forma errénea el sector—, o por
elementos externos —como una crisis econémica o condicionantes ambientales
sobrevenidos—, y en algunos casos puede suceder que el largo periodo de tiempo
entre la planificacién y su ejecucion convierta en inviables sus previsiones o, sim-
plemente, que exista falta de voluntad politica de la Administracién —que con el
paso de los afios pueden contar con mayorias politicas diferentes que obstaculicen
su ejecucion.

En este trabajo nos es imposible abordar todas y cada una de las circuns-
tancias por las que un planeamiento puede no transformarse y tampoco dispo-
nemos de datos estadisticos sobre la relevancia de cada una de ellas. Ahora bien,
apreciamos que muchos de los factores de riesgo disminuyen si se garantiza la
méxima proximidad posible entre la planificacién y su ejecucién, pues se reduce
la aparicién de eventuales problemas debidos a elementos externos —econémi-
cos, ambientales o politicos— y aumenta la seguridad de que la planificacién se
adecue correctamente a la realidad social y econdémica, reduciendo el riesgo de
la inviabilidad del planeamiento. De hecho, con la voluntad de asegurar que el
planeamiento vigente se adecua a la realidad, la Ley del Suelo contempla desde el
2007 (art. 22.6 TRLSRU) la obligacién de las Administraciones de aprobar ufi
informe de seguimiento de la actividad de ejecucién urbanistica que considere,
como minimo, la sostenibilidad ambiental y econdémica del planeamiento y pro-
ponga medidas que favorezcan el equilibrio ambiental y territorial o el reajuste
econémico. A pesar de ello, y como hemos apuntado anteriormente®’, aunque los
mecanismos de seguimiento existan, es mucho mds cuestionable que estos funcio-
nen realmente. Pues su aplicacion deberia garantizar, cuando fuera necesario, la
modificacién de la evaluacién ambiental o la adopcién de las medidas correctivas
previstas en la legislacién del suelo, como una modificacién del planeamiento o,
alternativamente, la anulacién de este, lo que en la prictica no sucede.

Desde nuestro punto de vista, para garantizar la transformacién del suelo
actualmente urbanizable son necesarias dos cosas: revisar el conjunto del suelo
urbanizable actualmente no desarrollado y/o ejecutado y establecer, con vistas al
futuro, mecanismos reglados que garanticen el impulso subsidiario ante eventua-
les incumplimientos, o bien la modificacién del planeamiento o la desclasifica-
cién del suelo transcurrido el plazo méximo para su ejecucion.

Ambas cosas serfan posibles recurriendo a mecanismos que hemos visto en
algunas legislaciones autonémicas estudiadas, aunque no todos ellos en la misma

% Josep M. Aguirre i Font (2020), «La evaluacién ex post del planeamiento urbanistico:
adaptarse al cambio climético», en Concepcién Barrero Rodriguez y Joana Maria Socias
Camacho (coords.), La ciudad del siglo XXI. Transformaciones y retos, Madrid: Instituto
Nacional de Administracién Pablica (INAP), pags. 587-596.
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normativa, ni en la mayoria de las ocasiones su aplicacién es de naturaleza impe-
rativa. Analicémoslo.

11 La revisién del suelo urbanizable actualmente no transformado

Con cardcter previo a configurar cualquier nuevo mecanismo para garan-
tizar el desarrollo y ejecucién del planeamiento en plazo es necesario llevar a
cabo una revisién de todo el suelo urbanizable actualmente no transformado.
De hecho, incluso podria valorarse la conveniencia de disponer de un inventario
publico del suelo urbanizable sin transformar, actualizado periédicamente, que
aportara transparencia a la problemdtica y ayudara a la toma de decisiones poli-
ticas. Hemos de tener presente que el planeamiento urbanistico, como norma
de cardcter reglamentario, tiene una vigencia indefinida hasta su modificacién o
derogacién, lo que conlleva que sus determinaciones son plenamente vigentes,
aunque sean de imposible ejecucién, o adn peor, aunque su ejecucién pueda aca-
rrear danos ambientales o riesgos ciertos para la poblacién.

El actual planeamiento urbanistico se basa en una realidad estdtica —fisica y
normativa— congelada en el momento de su aprobacién, sin capacidad de adap-
tacion a los cambios futuros. Y aunque se incorporase un programa de desarrollo
y ejecucién —con plazos precisos— lo cierto es que se incumple con frecuencia
sin que, en muchos casos, se adopten medidas consecuentes por parte de la Admi-
nistracion.

Para plantearnos mecanismos alternativos es necesario, con caricter previo,
garantizar la caducidad de todo el suelo urbanizable no transformado, para poder
volver a clasificar los sectores que sea necesario sin cargar una mochila previa de
suelo urbanizable no ejecutado de un planeamiento que ha resultado inviable
durante mucho tiempo, incluso décadas, en algunos casos.

No se trata de una idea nueva, de hecho, era una vieja aspiracion de la Ley
sobre Régimen del Suelo y Ordenacién Urbana de 1975, que introdujo en la
regulacién urbanistica la posibilidad de modificar el planeamiento, sin derecho
a indemnizacién, cuando no se ejecute en el plazo previsto, excepto que la eje-
cucién no se hubiere llevado a efecto por causas imputables a la Administracién.
La regulacién tenia por objetivo, segtin los principios de su preimbulo, limitar la
expectativa del planeamiento «si no va inmediatamente seguida de la ejecucién
de la urbanizacién y del cumplimiento por el propietario de sus obligaciones y
cargas». Con ello la expectativa de la propiedad quedaba «condicionada a unos
plazos de caducidad que permiten [a la Administracién], frente a su titular, rein-
tegrar los terrenos automdticamente a su primitiva situacién de risticos en el caso
de que la ejecucién inmediata del Plan se viese frustrada».

Desarrollando ese mismo mecanismo de caducidad, la actual Ley cana-
ria del Suelo, en su disposicidn transitoria décima, contempla la facultad de la
Administracién de reclasificar suelos urbanizables a rasticos —clasificados asi
en el momento de entrada en vigor de la ley— cuando hubieran transcurrido

Revista de Administracién Publica, 230, mayo - agosto (2026), pp. 13-30


JOSEP MARIA AGUIRRE FONT
Tachado

JOSEP MARIA AGUIRRE FONT
Texto insertado
Sustituir "1.1" por "2.1"


LA MOVILIZACION DEL SUELO VACANTE EN ESPANA... 33

cinco anos desde su clasificacién sin que se hubiera presentado una iniciativa
privada. Se trata de una regulacién transitoria pensada justamente para permitir a
la Administracién liberarse de suelo obsoleto, sin asumir ningtn régimen de res-
ponsabilidad patrimonial por modificacién anticipada de planeamiento, pues con
esta habilitacién legal no operaria la responsabilidad patrimonial por alteracién
anticipada de planeamiento.

El mecanismo canario es, sin embargo, una mera habilitacién legal para que
la Administracidn, si lo considera oportuno, pueda desclasificar suelo, pero no
opera en ningun caso como un automatismo para ello. Es una solucién légica,
si se utiliza un plazo corto como son 5 afos, pues eventualmente pueden existir
planeamientos urbanisticos, aprobados con proximidad a la ley, y con programas
de desarrollo y ejecucién que superen ampliamente el periodo citado. Aun asi, la
herramienta puede tener un efecto movilizador de suelo notable, pues muchos
propietarios de suelo pueden ver en la amenaza de desclasificacién un estimulo
para su rdpida ejecucion.

Ahora bien, la norma canaria también incorpora limites a la transforma-
cién de suelos urbanizables regulando, en su disposicién adicional decimoquinta,
que los suelos no adaptados a las previsiones de la propia Ley del Suelo canaria
—singularmente las de su art. 39, donde se define un modelo de desarrollo sos-
tenible— quedardn suspendidos en tanto el ayuntamiento no apruebe un plan
general adaptado a lo dispuesto en la ley. Asi se garantiza que Gnicamente se
clasifique suelo para atender necesidades reales de ocupacién de suelo que no
pueden ser satisfechas por otros suelos clasificados con anterioridad que estén sin
desarrollar. Todo ello sin perjuicio de que, cuando las necesidades del municipio
lo impongan, el planeamiento podrd clasificar nuevo suelo urbanizable previa
desclasificacién de suelo ya clasificado de igual superficie.

En términos similares estd redactado el Anteproyecto de ley de territorio en
Cataluna’ en tramitacién administrativa, y que forma parte de la agenda nor-
mativa del actual Gobierno de la Generalitat. La nueva regulacién, en relacién
con el suelo urbanizable existente, obliga a adaptarse a las previsiones de la nueva
regulacién en un plazo de cuatro u ocho afos, en funcién de la antigiiedad del
planeamiento municipal. Es una revisién que, inevitablemente, conllevard la
imposibilidad de volver a clasificar todo el suelo urbanizable existente, pues se
articula un limite claro: solamente se puede clasificar nuevo suelo urbanizable
para cubrir las necesidades previstas en un horizonte temporal maximo de ocho
afos y siempre que no se puedan satisfacer mediante las actuaciones de reforma y
de colmatacién del tejido urbano existente.

A pesar de ello, ;c6mo podremos garantizar que el nuevo suelo clasificado,
aunque de forma mds contenida, realmente se transforme? Como hemos apuntado,
para ello es necesario que la ejecucién del suelo sea lo mds préxima posible a su desa-

51 Josep M. Aguirre i Font (2017), Avantprojecte de la Llei de territori. Document comprensiu,
Barcelona: Generalitat de Catalunya.
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rrollo. La garantia pasa necesariamente por articular un mecanismo de desclasifica-
cién automdtica del suelo transcurrido el plazo mdximo para su ejecucién o, alter-
nativamente, si razones de interés publico lo justifican, por garantizar el impulso
subsidiario por parte de la Administracién ante el incumplimiento de la propiedad.

125 la futura caducidad automdtica del suelo urbanizable no transformado

La superacién del plazo méximo para el desarrollo y ejecucion de suelo
urbanizable puede obedecer, como se ha apuntado, a multiples causas, pero lo
que parece incuestionable es que a medida que la ¢jecucién del plan se aleja de su
planificacién originaria aumenta el riesgo de convertir en inviables sus previsio-
nes. Si bien es cierto que el informe de seguimiento de la actividad de ejecucién
urbanistica deberfa permitir detectar los problemas de ejecucion y, cuando fuera
necesario, proponer su modificacién con las medidas correctivas pertinentes, lo
cierto es que en muchos casos esto no sucede.

Como consecuencia de esta inactividad administrativa de seguimiento de
la ejecucién urbanistica, hoy gran parte del suelo actualmente urbanizable no
ejecutado en plazo —y que posiblemente tampoco se ejecute en el futuro como
consecuencia del desfase temporal o de una inviabilidad sobrevenida— mantiene
su clasificacién indefinida, asi como la ficcién econémica de tener una sobrevalo-
racién que nunca se llegard a materializar —a pesar de que legalmente el régimen
de valoracién del suelo no incorpora esta expectativa, a menudo las empresas la
mantienen para evitar reconocer pérdidas econémicas en los balances—. Esto
explica en parte la paradoja de que, hoy en Espana, la escasez de vivienda conviva
con una oferta teéricamente amplisima de suelos no transformados. Existe suelo
clasificado como urbanizable, pero sus problemas de gestién —fruto del desfase
temporal entre planeamiento y ejecucién—, sumados al valor expectante que
tiene la propiedad en relacién con ellos, imposibilita, en muchos casos, que pueda
dar respuesta a las necesidades de vivienda asequible que tiene el pais.

La revisién del actual suelo urbanizable, pues, debe ir necesariamente acompa-
fiado del mecanismo que evite que en el futuro esto vuelva a suceder. La regulacion,
ademds, debe articular soluciones de naturaleza reglada y de aplicacién automdtica
que no dependan de la actividad administrativa que, como se ha demostrado, ha
mantenido un papel extraordinariamente pasivo a la hora de controlar el segui-
miento de la ejecucién urbanistica o de revisar su propio planteamiento.

Una solucién interesante seria la del anteproyecto de la ley catalana de terri-
torio, que prevé un automatismo para desclasificar el suelo urbanizable que no se
haya ejecutado. En este sentido, se dispone que el transcurso del plazo maximo
para finalizar la ejecucion, sin que se haya presentado en el Registro de la Propie-
dad la documentacién relativa al proyecto de reparcelacién urbanistica aprobado,
comporta que el suelo urbanizable no ejecutado se convierta automdticamente en
suelo no urbanizable. Asi mismo, se prevé que la Administracién actuante debe
comunicar esta circunstancia al Registro urbanistico de Catalufia para que conste
para conocimiento general.
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El hecho de que la norma haya escogido la presentacién en el Registro del
proyecto de reparcelacién urbanistica aprobado tampoco es casual. La aproba-
cién de la reparcelacion urbanistica, y su registro, comportan para la propiedad
la asuncién de las cargas urbanisticas de transformacién, con la afeccién de las
parcelas resultantes al cumplimiento de estas, y haber indemnizado a los partici-
pantes que no sean adjudicatarios de parcelas. Pero es que, adicionalmente, este
trdmite requiere también haber aprobado el proyecto de urbanizacién y-haber

i i 9 . Es decir, con la apro-
bacién del proyecto de reparcelacién urbanistica no solamente la propiedad ha
empezado a desarrollar gastos, sino que la Administracién dispone de garantias
suficientes para asegurar la ejecucion de las obras de urbanizacién.

Desde otra perspectiva, el momento elegido, el de la inscripcién del pro-
yecto de reparcelacién, también es relevante, pues en la legislacién catalana su
aprobacidn es un requisito previo necesario para que opere una eventual respon-
sabilidad patrimonial por modificacién anticipada del planeamiento que impida
o altere la facultad de participar en actuaciones de transformacién urbanistica
(art. 115 TRLUC).

Asi pues, parece oportuno que el mecanismo de caducidad automadtica del
suelo urbanizable no ejecutado en plazo opere en relacién con los propietarios
que no hayan aprobado la reparcelacién, ni garantizado su ejecucién. Al mismo
tiempo también parece prudente que el mecanismo no se proyecte respecto a
terrenos en relacién con los cuales una modificacién podria conllevar responsa-
bilidad patrimonial de la Administracién y al mismo tiempo se evite la dificultad
técnica de revertir una reparcelacién aprobada®.

Con un mecanismo de la naturaleza del descrito conseguiriamos, al mismo
tiempo, diversos objetivos: garantizar siempre la proximidad entre clasificacién
y ejecucion, evitando en muchos casos su inviabilidad; evitar la retencién de
suelo, y con ello la especulacién o su sobrevaloracién econémica; no condicionar
el desarrollo futuro del municipio si las circunstancias econémicas, sociales o
ambientales se han modificado y, sobre todo, crear un incentivo evidente para
que la propiedad impulsara la ejecucién del suelo. Por ello su incorporacién en la
legislacién urbanistica nos parece oportuno.

+-2-1 La ejecucién forzosa por parte de la Administracién del svelo urbanizable
no transformado

Alternativamente a la caducidad automdtica del suelo urbanizable no ejecu-
tado en plazo, como consecuencia de la inactividad de la propiedad —publica o

>2 Sobre los nuevos instrumentos de reparcelacién forzosa o reversién de la reparcelacién se
puede leer a Josep M. Aguirre i Font (2019), «La resiliencia del territorio al cambio climd-
tico: retos y herramientas juridicas desde el planeamiento urbanistico», Revista Catalana de
Dret Ambiental, 10(2), pégs. 37-41. https://doi.org/10.17345/rcda2366
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privada—, también se deberia garantizar la posibilidad de que la Administracién
optase por mecanismos alternativos que garantizasen su transformacién. Sobre
todo, cuando quedase acreditado que las necesidades identificadas por el planea-
miento siguen vigentes y su ejecucion sigue siendo viable y necesaria. Todo ello
podria ser objeto de valoracién en el informe de seguimiento de la ejecucién del
planeamiento.

Aqui se podria recurrir a algunas de las soluciones existentes actualmente
en varias legislaciones autonémicas, como la venta forzosa de los terrenos o su
expropiacién por incumplimiento de la funcién social de la propiedad, de manera
que se sustituyera al propietario obligado por otro, o incluso que la Administra-
cién, directa o indirectamente mediante una modificacién del sistema de gestion,
pudiera ejecutar su desarrollo y ejecucién en sustitucion del propietario original.
De hecho, es una solucién coherente con la previsién del art. 8.2 del TRLSRU
que reconoce a la Administracién la direccién del proceso de transformacion,
tanto en los supuestos de iniciativa ptblica como privada. Es mds, el eventual
derecho de la propiedad a elaborar y presentar el instrumento de ordenacién
siempre resta condicionado al hecho de que la Administracién no se haya reser-
vado la iniciativa pablica de la ordenacién y ejecucion (art. 13.2.b del TRLSRU).

La solucién adoptada dependeria naturalmente de la capacidad de gestién
de la Administracién, pero con este mecanismo se garantizaria la transmisién de
suelo no transformado a precio de valoracién de suelo rural, o incluso menor,
si su valoracién fuese minorada, mediante la expropiacién-sancién con dismi-
nucién del justiprecio, justamente por haber incumplido la funcién social de la
propiedad y no haber ejecutado el planeamiento en el plazo previsto.

La eventual dificultad —técnica o politica— de la Administracién munici-
pal para abordar estos mecanismos también podria ser suplida, en algunos casos,
por la Administracién autonémica. En este sentido, la defensa de los intereses
supramunicipales en juego —como el derecho de acceso a la vivienda digna y ade-
cuada— justificarfa una ejecucion subsidiaria por inactividad municipal o incum-
plimiento de las obligaciones que el planeamiento de supralocal prevé en materia
de vivienda. Sin perjuicio, evidentemente, de que en otros casos se pudieran con-
certar estas actuaciones entre los ayuntamientos y la Administracién autonémica.
La planta municipal espafiola, con mds de 8.000 municipios y la mayoria de ellos
rurales o con escasa poblacién, aconsejaria justamente desarrollar y profundizar
nuevos mecanismos juridicos en esta direccién.

Con ello la Administracién podria disponer de suelo econémico y garan-
tizar, por ejemplo, el desarrollo de vivienda asequible, directamente, o indirec-
tamente mediante una concesién a un tercero. No se trata de un tema menor si
tenemos en cuenta que una de las principales dificultades de la promocién de
vivienda actualmente es la disponibilidad de suelo econémico. Si la Adminis-
tracién pusiera a disposicion de los promotores suelo econémico deberia poder
controlar, asi mismo, que las viviendas resultantes fueran de precio asequible y
con ello abordar la actual crisis de asequibilidad.
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Podemos apuntar, pues, quelel actual marco legal es posible forzar no solo
la edificacién de solares vacantes, sino también garantizar la transformacién del
suelo urbanizable no ejecutado, y evitar que vuelva a suceder en el futuro, en
coherencia con la funcién social que delimita el derecho de propiedad. Una nueva
politica que, ademds, ayudaria a dinamizar la actividad econémica de promocién
de vivienda —incentivando su transformacién para evitar su desclasificaciéon—
y serfa coherente con el mandato constitucional de impedir la especulacién en
relacién con el suelo.

V. CONCLUSIONES

La grave crisis de asequibilidad de la vivienda se ha acentuado estos tltimos
afos como consecuencia del incremento de la demanda, por el crecimiento de
nuevos hogares, y la falta de produccién de vivienda nueva. Paradéjicamente, esta
crisis convive temporalmente con la existencia de una importante bolsa de suelo
urbanizable sin transformar, fruto del periodo de burbuja inmobiliaria, con capa-
cidad para edificar 6,8 millones de nuevas viviendas en Espana, lo que permitiria
aumentar en mds de un 25 % el parque de vivienda existente.

A pesar de ello, la sobrevaloracién econémica de muchos de estos suelos,
concentrados en pocas manos —Ila Sareb o fondos internacionales especializados
en inversién inmobiliaria—, as{ como la inviabilidad de muchos otros, dificulta la
disponibilidad de suelo econémico y, en consecuencia, la produccién de vivienda
asequible, lo que ha desplazado la demanda de vivienda hacia al mercado de
alquiler y ha terminado agravando la crisis habitacional.

Partiendo de la premisa de que el problema en Espafa no es la falta de suelo
clasificado, sino la falta de suelo finalista asequible, en el trabajo hemos abor-
dado la articulacién de los mecanismos que permitan movilizar el suelo vacante
y ponerlo al servicio del derecho a una vivienda, diferenciando la regulacién de
la obligacién de edificar en suelo urbano del reto de transformar el suelo urbani-
zable existente.

La obligacién de edificar el suelo urbano es una vieja aspiracién del derecho
urbanistico que tiene sus raices en el siglo XVIII, pero que actualmente se articula
mediante la legislacién urbanistica autonémica. A pesar de que las soluciones
normativas son diversas, la gran mayoria prioriza la edificacién voluntaria por
parte del propietario a mecanismos mds coercitivos. De hecho, por lo general las
Administraciones urbanisticas se muestran poco inclinadas a emplear este tipo
de mecanismos coercitivos, pues exigen recursos y una considerable capacidad
de gestidn, lo que hace que en muchos casos se utilicen Gnicamente como tltima
opcion.

A diferencia del deber de edificar el suelo urbano, en la legislacién bdsica
en materia de suelo no se hace referencia explicita ni al plazo ni a la obligacién
de impulso de la transformacién, sino inicamente a la carga de participar en la
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promocién de la actuacién. Aun asi, la legislacién autonémica ha regulado, a
través del planeamiento urbanistico, un plazo mdximo para desarrollar y ejecutar
el suelo e incluso en muchos casos un plazo supletorio en la propia legislacién
urbanistica. A pesar de todo, las diferentes regulaciones autonémicas no deter-
minan soluciones regladas ante eventuales incumplimientos de los plazos mdxi-
mos de ejecucién del planeamiento —a excepcién de las sanciones previstas en
Madrid—, sino que unicamente habilitan a la Administracién para poder optar
por un catdlogo diverso de soluciones pero que, en la prictica, como acreditan los
datos, no se aplican.

En la busqueda de un mecanismo alternativo para garantizar la transforma-
cién del suelo urbanizable se ha partido de la premisa de que es necesario garan-
tizar la méxima proximidad posible entre la planificacién y su ejecucion, pues se
reduce la aparicién de eventuales problemas debidos a factores externos —econd-
micos, ambientales o politicos— y aumenta la seguridad de que la planificacién
se adecue correctamente a la realidad social y econémica, reduciendo el riesgo
de inviabilidad del planeamiento. Ahora bien, para ello son necesarias dos cosas:
revisar el conjunto del suelo urbanizable actualmente no ejecutado y establecer,
con vistas al futuro, mecanismos reglados que garanticen el impulso subsidiario
ante el incumplimiento de la propiedad, con la modificacién del planeamiento o
bien la desclasificacién del suelo transcurrido el plazo mdximo para su ejecucion.

Asi, con caricter previo, es necesario llevar a cabo una identificacién y revi-
sién de todo el suelo urbanizable actualmente no ejecutado, garantizando su
caducidad, para poder volver a clasificar aquellos sectores que sea necesario sin
la carga de una mochila previa de suelo urbanizable no ejecutado de un planea-
miento que ha resultado inviable. Es una solucién que la actual legislacién urba-
nistica canaria contempla, con cardcter potestativo, pero que deberia permitir
desclasificar el suelo no ejecutado de forma automdtica y sin riesgo indemniza-
torio. Ademds, su simple previsién podria tener un efecto movilizador de suelo
notable, pues muchos propietarios, ante la amenaza de desclasificacién, verian un
estimulo para su rdpido desarrollo.

La revisién del actual suelo urbanizable debe ir necesariamente acompa-
fiada del mecanismo necesario para evitar que el problema vuelva a suceder en
el futuro. La regulacién, ademds, debe articular soluciones de naturaleza reglada
y de aplicacién automdtica que no dependan de la actividad administrativa que,
como se ha demostrado, ha mantenido un papel extraordinariamente pasivo a la
hora de controlar el seguimiento de la ejecucion urbanistica o de revisar su pro-
pio planteamiento. Aqui nos parece interesante la articulacién de un mecanismo
similar al previsto en el anteproyecto de la Ley de territorio de Catalufia, donde
se regula que el suelo urbanizable no ejecutado en plazo se convierta automdtica-
mente, de nuevo, en suelo no urbanizable.

Estos nuevos instrumentos, que deberfan articularse sin perjuicio de la posi-
bilidad de que la Administracién optase por otras soluciones —como la venta
forzosa de los terrenos, su expropiacién o incluso modificar el sistema de gestién
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para una ejecucién directa o indirecta por parte de la Administracién—, permiti-
rian garantizar una mayor proximidad entre clasificacién y ejecucién, evitarian la
retencién de suelo o su sobrevaloracién econdmica, pero sobre todo crearfan un
incentivo claro para que la propiedad —publica o privada— impulsara la ejecu-
cién del suelo y con ello las previsiones del planificador urbanistico de desarrollar
suelo asequible.

Finalmente, todo ello debe unirse a un papel més activo de la Adminis-
tracién autondémica que garantice la aplicacién efectiva de estos mecanismos
en aquellos municipios en que la dificultad técnica o politica lo impida. Sea
mediante una ejecucién subsidiaria, por inactividad municipal o por el incumpli-
miento de las obligaciones municipales en materia de vivienda, o bien a través de
la concertacién de estas actuaciones entre los ayuntamientos y la Administracién
autondmica.

Con estos nuevos instrumentos, perfectamente viables en nuestro marco
constitucional y legal, no solo garantizaremos y dinamizaremos la ejecucién de
suelo urbanizable asequible, sino que también daremos cumplimiento a los man-
datos constitucionales de asegurar el derecho a una vivienda digna y adecuada e
impedir la especulacién en relacién con el suelo.
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